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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA
Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, quince de septiembre de dos mil nueve
Acta Nº 467.
Mediante sentencia dictada el 5 de mayo de 2009 el Juzgado Segundo de Familia decretó la interdicción judicial de Eliana Ramos Chica, tal como lo había demandado su progenitora Consuelo Chica; y en cumplimiento del artículo 386 del Código de Procedimiento Civil dispuso a continuación la consulta de dicho fallo, grado jurisdiccional del que ahora, cumplido su trámite de ley, se ocupa la Sala.




ANTECEDENTES

Para sustentar las pretensiones de que se decrete la interdicción de Eliana Ramos Chica, se designe como su guardadora a la demandante y se disponga el registro de la sentencia y su publicación, en el libelo se expusieron los siguientes hechos:

La presunta interdicta “es persona soltera y no ha tenido descendientes legítimos ni extramatrimoniales”, es hija de la demandante y su padre falleció “el 18 de enero de 2005”, “no posee ni es propietaria de ningún bien de capital” y desde su infancia padece algunas “perturbaciones mentales que originan incapacidad absoluta en la administración y/o disposición de los bienes que… llegue a tener”.
A la demanda se le dio trámite el 15 de julio de 2008
, por auto en el que, entre otras cosas, se ordenó la notificación del asunto al Ministerio Público.  Se decretaron pruebas y una vez recogidas se dictó la sentencia favorable a las pretensiones del libelo.
Durante el trámite de la consulta de esa decisión, se recibió el alegato del Ministerio Público en el que instó a confirmar el fallo revisado. 



SE CONSIDERA:

Procede la definición de fondo del asunto en vista de que los presupuestos procesales se encuentran satisfechos y tampoco se advierten vicios que pudieren afectar de nulidad lo actuado, puesto que el proceso se ha tramitado con sujeción a las normas que lo rigen. De otro lado, en vista de que se reflexionó que la presunta interdicta podría estar en capacidad de comprender el contenido del auto admisorio de la demanda, a ella le fue notificado el mismo, con lo cual se satisfizo la exigencia a que aludió la Corte Constitucional en la sentencia T-1103 de 2004 en lo que por tanto, se obró con acierto. 
De acuerdo con lo que preveía el artículo 8º de la ley 95 de 1890: “El adulto que se halle en estado habitual de demencia, será privado de la administración de sus bienes aunque tenga intervalos lúcidos”. La legitimación para solicitarlo la concedían los artículo 532 y 549 del Código Civil. Como se sabe estas normas fueron derogadas por la ley 1306 de 2009 que reguló todo lo atinente a los incapaces, y de allí que en su artículo 17 estableciera: 

“El sujeto con discapacidad mental absoluta. Se consideran con discapacidad mental absoluta quienes sufren una afección o patología severa o profunda de aprendizaje, de comportamiento o de deterioro mental. 

La calificación de la discapacidad se hará siguiendo los parámetros científicos adoptados por el Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación y utilizando una nomenclatura internacionalmente aceptada.” 

Con respecto a la legitimación para impetrar la interdicción, igualmente previó la nueva normatividad: 

“Artículo 25. Interdicción de las personas con discapacidad mental absoluta. La interdicción de las personas con discapacidad mental absoluta es también una medida de restablecimiento de los derechos del discapacitado y, en consecuencia, cualquier persona podrá solicitarla. 

Tienen el deber de provocar la interdicción: 

1. El cónyuge o compañero o compañera permanente y los parientes consanguíneos y civiles hasta el tercer grado (3°). 

2. Los Directores de clínicas y establecimientos de tratamiento psiquiátrico y terapéutico, respecto de los pacientes que se encuentren internados en el establecimiento. 

3. El Defensor de Familia del lugar de residencia de la persona con discapacidad mental absoluta; y, 

4. El Ministerio Público del lugar de residencia de la persona con discapacidad mental absoluta. 

Parágrafo. Los parientes que, sin causa justificativa, no cumplan con el deber de provocar la interdicción y, de ello, se deriven perjuicios a la persona o al patrimonio de la persona con discapacidad mental absoluta, serán indignos para heredarlo; los Directores de establecimientos y los funcionarios públicos incurrirán en causal de mala conducta.”

Como bien se advierte se amplió considerablemente la lista de las personas que pueden provocar la interdicción del sujeto con discapacidad mental absoluta, pudiendo apreciarse que se generalizó la legitimación para promoverla, con la novedad de que respecto de los parientes, directores de centros de internamiento, el Defensor de Familia y el Ministerio Público se tornó deber la promoción del proceso, lo que si no hacen les puede acarrear graves consecuencias. 

Mas para lo que ahora importa, compete señalar que tanto en la antigua ley como en la actual, la madre está legitimada para accionar pidiendo la interdicción de su hijo, y por tanto, por este aspecto no hay reproche que formular pues no había inconveniente para que la señora Consuelo Chica instaurara este proceso para la interdicción judicial de su hija Eliana Ramos Chica.
En cuanto a las pruebas obtenidas, se tiene que el dictamen pericial practicado en el proceso, que no fue objetado, es concluyente en acreditar la enfermedad que padece la señorita Ramos Chica, catalogada por el perito como “retraso mental de leve a moderado, de etiología orgánica… de carácter irreversible” y que la impide mentalmente “para administrar libremente sus bienes y disponer de ellos”.
 En la sustentación de su informe hace constar el médico que en cuanto a la capacidad intelectual de la paciente “clínicamente impresiona con un coeficiente intelectual por debajo del promedio normal” con juicio y raciocinio “afectados en grado moderado, no realiza asociaciones, no establece semejanzas ni diferencias entre objeto (sic) conocidos, no interpreta refranes ni realiza procesos de análisis”. 

Situación de incapacidad que ya se había advertido por el neurólogo doctor Carlos Alfonso Téllez Cabal en el certificado que se adjuntó a la demanda, punto sobre el cual conviene recordar que a partir de la vigencia de la citada ley 1306 para la admisión de la demanda no habrán de adjuntarse y permitirse sino certificados expedidos por psiquiatras o neurólogos, según lo consagrado en su artículo 42 que modificó el 659 del Código de Procedimiento Civil.  

Y no solo del mencionado peritaje sino también las declaraciones recibidas a Sandra Milena Giraldo Chica, Rosa Elvira Chica Castaño y Edilma Chica Castaño,  dan cuenta del estado actual de la presunta interdicta, pues igualmente indican de manera responsiva por ser sus parientes, la forma como la discapacidad ha afectado su vida y le impone la necesidad de estar asistida permanentemente por otra persona. Igualmente refieren estas testigos la idoneidad de la madre para velar por el cuidado y los intereses de su hija ya que es la persona que  ha velado por su bienestar. 

De manera que de las referidas pruebas testimoniales y periciales se desprende que Eliana Ramos Chica sufre de un mal psíquico de graves connotaciones, que hace necesario y conveniente para su patrimonio la interdicción, y de allí que no se encuentre desacierto alguno en el fallo consultado. Tampoco hay que hacer observaciones, entonces, en cuanto atañe con la designación de curadora, pues de acuerdo con los testimonios recibidos la solicitante es la persona más indicada para el ejercicio de dicho cargo habida cuenta de sus condiciones personales, como fue mencionado por los testigos antes nombrados.

Como el relevo de prestar caución y la remisión a inventario privado para la guardadora, así como la inscripción y publicación del decreto de interdicción se encuentran ajustados a derecho, estas decisiones también se confirmarán.
Por tanto, se dará el consiguiente respaldo a la decisión objeto de la consulta.  

En el surtimiento del grado jurisdiccional no se han causado costas.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto del grado jurisdiccional proferido por el Juzgado Segundo de Familia el 5 de mayo de 2009 y en el que se declaró en interdicción a  Eliana Ramos Chica. 
Sin costas.





Cópiese, Notifíquese y Devuélvase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno

� F.19, c 1.


� Folios 30-32, c. 1.  
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